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			PRÓLOGO A LA DÉCIMA QUINTA EDICIÓN

			Esta 15.ª edición del Manual de Derecho Tributario, fiel a su propósito inicial, continúa ofreciendo a los alumnos universitarios una materia claramente expuesta, técnicamente rigurosa y actualizada de nuestro sistema tributario. En ocasiones, las explicaciones van acompañadas de supuestos prácticos. Asimismo, se incluyen referencias jurisprudenciales de los últimos años. Hoy en día, este último aspecto resulta necesario si se quiere comprender bien nuestro sistema tributario. No se han producido grandes reformas legislativas, pero sí se han producido muchos cambios de diverso calado. Naturalmente, que esa forma de legislar, puede ser fuente de inseguridad jurídica. Conscientes de ello, los autores tratan de despejar dudas y evitar confusiones.

			Gracias a nuestros lectores por seguir ahí. Seguimos tratando de contribuir a su formación.

			Isaac Merino Jara

			Catedrático de Derecho Financiero y Tributario

			Madrid, julio de 2026

		

	
		

			PRÓLOGO A LA PRIMERA EDICIÓN

			Las Lecciones de la Parte Especial del Derecho Tributario que ahora se presentan participan de la misma filosofía que las Lecciones de la Parte General, publicadas por esta misma editorial, y cuya segunda edición también ha visto la luz en 2012. Por ello, este Prólogo es, debe ser, muy similar, al de la primera edición de las referidas Lecciones de Parte General, toda vez que ambas obras pretenden formar parte de un todo. No obstante, somos conscientes de que en algunos estudios —singularmente los de Administración y Dirección de Empresas, aunque no exclusivamente— se requiere un análisis en profundidad de la Parte Especial del Derecho Tributario sin haber analizado con la misma intensidad las cuestiones de la Parte General, de implicaciones más jurídicas. Por tal motivo hemos pretendido que quien acceda directamente al examen de los impuestos del sistema español no tenga una carencia significativa para el entendimiento de tales temas y, por ello, entre otras cosas, hemos elaborado un glosario de términos para facilitar al estudiante de Administración y Dirección de Empresas o de otros grados el seguimiento sin grandes dificultades del manual.

			Estamos asistiendo a un replanteamiento de la enseñanza, pero, de momento, los cambios no se han extendido a la enseñanza universitaria, y decimos momentáneamente habida cuenta de que se ha constituido una Comisión de Expertos de cara a una futura reforma del sistema universitario, que concluirá sus trabajos en el segundo semestre de este año 2012. Habrá que estar atentos a sus conclusiones, en la medida en que, quizás, algunas de ellas incidan sobre qué enseñar, cómo hacerlo y, en fin, sobre cómo evaluar los conocimientos adquiridos en las aulas universitarias.

			Debido al denominado Proceso de Bolonia se ha impulsado un cambio en la metodología de enseñanza en la que la lección magistral ya no ocupa el lugar principal de la docencia, aumentando la importancia de otros recursos didácticos como la realización de trabajos y de casos prácticos, así como la búsqueda de información por el alumnado.

			En esta nueva metodología ocupa también un lugar importante la utilización de las nuevas tecnologías. En definitiva, con la adaptación de las enseñanzas superiores el profesorado deja de ser un transmisor de conocimientos, pasando a ser un facilitador del aprendizaje autónomo del alumnado.

			Ante este nuevo panorama también surge la necesidad de adecuar los materiales docentes a sistemas de enseñanza distintos al tradicional y a los nuevos planes de estudios, lo cual nos ha llevado a elaborar un programa de enseñanzas que recoja las cuestiones fundamentales de la Parte Especial del Derecho Tributario que ha de conocer el alumnado que quiera obtener el título de grado en Derecho, Administración y Dirección de Empresas u otros afines o bien un doble grado, como sería el caso del doble grado de Derecho y Administración y Dirección de Empresas.

			Así pues, la obra que ahora se presenta se ha estructurado en dieciséis1 lecciones, lo cual no es en absoluto casual: el curso académico en la mayoría de universidades españolas queda habitualmente dividido en dos términos o «cuatrimestres» y, en la mayoría de los planes de estudios aprobados hasta el momento en las distintas universidades, la Parte Especial del Derecho Tributario ocupa uno de estos términos. Por ello mismo, y siendo así que un «cuatrimestre» viene a configurarse habitualmente por unas quince semanas lectivas, el temario se ha dividido en tantas lecciones como semanas lectivas tiene referido período de tiempo, con el objeto de que cada tema pueda ser estudiado en el espacio temporal de una semana.

			Se ha seguido básicamente el esquema expositivo clásico de los manuales de la disciplina. Así, se ha dividido el temario en dos partes diferenciadas:

			Por un lado, los tributos aprobados y configurados por el Estado, sin perjuicio de que, como sabemos, algunos de estos tributos se han cedido total o parcialmente a las Comunidades Autónomas, con amplias competencias normativas en algunos casos. Sea como fuere, respecto de tales tributos de aprobación estatal se ha separado el ámbito de la imposición directa y el de la indirecta. Se trata de la parte más sustancial de las Lecciones. Así pues, se estudian en primer lugar el IRPF y el IS, en segundo lugar el IRNR y, por último, el ISD. El IP, no obstante, figura en un Apéndice al temario por cuanto que en su configuración actual afecta a un reducido número de contribuyentes y, por ello, hemos preferido dejar a la consideración del profesorado de cada asignatura si debe o no estudiarse en una primera aproximación a la Parte Especial del Derecho Tributario. En lo que respecta a la imposición indirecta, se estudian el ITPAJD, el IVA y, finalmente y en una única lección, los IIEE y Aduaneros. Aunque estos últimos se conforman según la normativa comunitaria, habida cuenta de la incidencia que tiene en nuestro país (y en cualquier otro), sobre todo para los empresarios importadores o exportadores, entendíamos que se merecían siquiera una mención somera.

			En un segundo lugar (dos últimas lecciones) se ha pretendido dar una visión general de lo que es hoy en día la tributación autonómica y local.

			Como ya se ha mencionado, la obra cuenta, adicionalmente, con un glosario de términos que se recoge también en formato electrónico. Tal recurso docente está pensado con el objetivo de permitir el seguimiento de una lección sin necesidad de revisar lecciones anteriores, o —incluso— la alteración del orden lógico previsto en la obra para exponer los contenidos sin mermar por ello las posibilidades de entendimiento del alumnado. El glosario está constituido por un conjunto de breves definiciones de términos técnicos utilizados en el texto que pretenden favorecer la comprensión de los distintos temas.

			En definitiva, en la obra que ahora se presenta se ha intentado dirigir el estudio sobre las cuestiones básicas de la Parte Especial del Derecho Tributario que debe conocer quien obtenga el grado en Derecho u otro afín, si bien poniendo énfasis en una visión práctica del ordenamiento tributario.

			Como decimos, la obra está dirigida al alumnado, esencialmente, del grado en Derecho, pero no exclusivamente: pensamos que también puede ser útil en otras titulaciones, al menos con esa idea se ha hecho, dado que su formato es relativamente flexible, tanto como para permitir fácilmente servir de guía a la hora de impartir docencia de Derecho Tributario. La obra es un producto de autoría conjunta: las nuevas tecnologías nos han permitido intercambiarnos con relativa celeridad los distintos borradores de los diferentes temas que a lo largo de los últimos meses hemos elaborado para concluir con el libro que ahora se presenta al público en general. El entusiasmo de autoras y autores ha echado por tierra las dificultades que la redacción de estas Lecciones suponía. La labor de coordinación realizada por Manuel Lucas también ha resultado clave. Asimismo, el tratamiento informático de los datos que se presentan en formato digital no hubiera sido posible sin la dedicación de Tomás García Luis. Como decía, cada autor ha aportado algo en cada lección, proponiendo las correcciones oportunas para conseguir una obra homogénea, siguiendo unas pautas comunes, previamente acordadas. Ello, sin embargo, no significa desconocer que cada autor ha tenido una participación más intensa en determinadas lecciones, comenzando por su primer borrador. Los responsables de las distintas lecciones se relacionan a continuación2:

			— Introducción: Visión general del sistema tributario español (Manuel Lucas Durán).

			— Lección 1: Impuesto sobre Sociedades I (Tomás García Luis).

			— Lección 2: Impuesto sobre Sociedades II (Tomás García Luis).

			— Lección 3: Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas I (Isaac Merino Jara y José Miguel Martín Rodríguez).

			— Lección 4: Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas II (Manuel Lucas Durán).

			— Lección 5: Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas III (Yolanda García Calvente).

			— Lección 6: Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas IV (Yolanda García Calvente).

			— Lección 7: Impuesto sobre la Renta de No Residentes (Antonio Vázquez del Rey Villanueva).

			— Lección 8: Impuesto sobre el Patrimonio (Isaac Merino Jara).

			— Lección 9: Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (Elena Manzano Silva).

			— Lección 10: Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados (José Antonio Fernández Amor).

			— Lección 11: Impuestos Especiales y Aduaneros (Manuel Lucas Durán).

			— Lección 12: Impuesto sobre el Valor Añadido I (Juan Calvo Vérgez).

			— Lección 13: Impuesto sobre el Valor Añadido II (Juan Calvo Vérgez y José Manuel Macarro Osuna).

			— Lección 14: Impuesto sobre el Valor Añadido III (Antonio Vázquez del Rey Villanueva).

			— Lección 15: Tributación autonómica (José Antonio Fernández Amor).

			— Lección 16: Tributación local (Elena Manzano Silva).

			Como es natural, el contenido de esas Lecciones se basa en el Derecho vigente, Derecho que ha experimentado cambios, en algunos casos muy importantes en fechas recientes, v. gr., Impuesto sobre Sociedades, por lo que se refiere a la órbita estatal, por no hablar de los tributos cedidos, siendo paradigmática la recuperación del Impuesto sobre el Patrimonio.

			Imaginamos que a la vuelta de no mucho tiempo se deberá llevar a cabo una reforma menos fragmentada, pero las urgencias presupuestarias están obligando a modificaciones puntuales, si bien, en ocasiones, de mucho calado (RD-ley 20/2011, de 30 de diciembre, de medidas urgentes en materia presupuestaria, tributaria y financiera para la corrección del déficit público; RD-ley 12/2012, de 30 de marzo, por el que se introducen diversas medidas tributarias y administrativas dirigidas a la reducción del déficit público; RD-ley 18/2012, de 11 de mayo, sobre saneamiento y venta de los activos inmobiliarios del sector financiero; Ley 2/2012, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2012; y RD-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para garantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad). Como declara la Sentencia Tribunal Constitucional 19/2012, de 15 de febrero, referida a la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y otras normas tributarias: «La ausencia en la Constitución de una definición del modelo de sistema tributario aplicable y, por tanto, su indefinición, habilitan al legislador estatal para realizar su conceptuación jurídica en cada momento, entre diferentes alternativas, en atención a las circunstancias económicas subyacentes y a las necesidades sociales a las que se pretenda dar cobertura. Es evidente que el constituyente no quiso definir el modelo de sistema tributario aplicable, ni tampoco restringir la acción del legislador más allá de los límites que le ha impuesto, dejándole un importante ámbito de posibilidades para configurar el sistema tributario y para articular cada tributo no solo como un instrumento de recaudación, sino también como un vehículo a través del cual alcanzar los fines que la Constitución le impone.»

			Otro tanto cabe decir de la tributación autonómica, no ya solo en materia de tasas, que también, sino en materia de impuestos, ámbito este último en el que se ha producido un notable incremento de figuras, v. gr., cánones, cuya verdadera naturaleza jurídica es la de impuestos, pretendidamente con finalidad extrafiscal, pero las más de las veces no es así, siendo evidente su finalidad recaudatoria, necesitadas como están las Comunidades Autónomas de nuevos recursos tributarios, dados los bajos niveles de recaudación conseguidos de un tiempo a esta parte, como se sabe, y más exactamente desde 2008 para acá. Como se vaticinaba, la Sentencia 122/2012, de 5 de junio, relativa al impuesto catalán sobre grandes establecimientos comerciales, confirma que tras la reforma del sistema de financiación autonómica de finales de 2009, que entró en vigor el 1 de enero de 2010, se ha ampliado el terreno de juego impositivo de las Comunidades Autónomas.

			Esperamos que la obra que ahora se presenta pueda constituir una herramienta útil para la enseñanza de la Parte Especial del Derecho Tributario en nuestras aulas universitarias. Estaremos atentos no solo a los cambios normativos propios de dicha materia, sino también a las modificaciones que, en su caso, puedan tener reflejo sobre su impartición y evaluación. En todo caso, será bienvenida cualquier apreciación o sugerencia que, sin duda, podrá ayudarnos a mejorar el proyecto docente emprendido con la publicación de sendas Lecciones sobre la disciplina del Derecho Financiero y Tributario, una sobre la Parte General y otra sobre la Parte Especial (y particularmente de los impuestos del sistema tributario).

			Como el manual de Parte General, dedicamos esta obra a nuestros maestros, ellos fueron quienes despertaron en nosotros el interés por el Derecho Financiero y Tributario y ellos siguen siendo el faro que guía nuestra trayectoria académica.

			Isaac Merino Jara

			Catedrático de Derecho Financiero y Tributario

			Donostia/San Sebastián, julio de 2012

			

				
						1 Modificado en relación con el prólogo de la primera edición.


						2 Orden modificado en relación con el prólogo de la 1.ª edición.
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			INTRODUCCIÓN

			VISIÓN GENERAL DEL SISTEMA IMPOSITIVO ESPAÑOL

			En este apartado introductorio se pretende dar una visión general sobre cómo está configurado el sistema tributario español en la actualidad. Para ello se mencionan las distintas figuras impositivas que serán examinadas con más detalle a lo largo de las lecciones de este Manual y que se han considerado más relevantes para una primera aproximación a la parte especial de la asignatura.

			Sin embargo, una visión general de nuestro sistema tributario requiere de cierto grado de sistematización, para lo cual es necesario seguir algún criterio que sirva para clasificar los distintos tributos en grupos homogéneos.

			Pudiera pensarse, en un primer momento, en las distintas categorías tributarias previstas en nuestro ordenamiento jurídico: impuestos, tasas y contribuciones especiales. Ello no obstante, debe destacarse la importancia de los impuestos respecto de los otros tipos de tributos que podrían considerarse «menores» tanto en lo que concierne a la recaudación que conllevan para las arcas públicas, por un lado, como en lo que se refiere a la complejidad técnica de las figuras, a la problemática en su aplicación, así como a la consecuente conflictividad jurídica que en torno a los mismos se produce, por otro. Habida cuenta de lo que acaba de indicarse y considerando que el régimen jurídico básico tanto de las tasas como de las contribuciones especiales puede encontrarse normalmente en los manuales de la parte general de nuestra disciplina, esta obra se centrará en el análisis de los impuestos existentes en nuestro país, sin perjuicio de algunas consideraciones que se realizarán al estudiar la tributación autonómica y local (Lecciones 15 y 16).

			Ahora bien, lo cierto es que los impuestos pueden ser clasificados —entre otros criterios— en impuestos personales y reales, impuestos subjetivos y objetivos, impuestos fiscales y extrafiscales o impuestos directos e indirectos. Quizá sea esta última clasificación la que más importancia tiene al utilizarla no solo los Presupuestos Generales del Estado, sino también la generalidad de la doctrina para distinguir tributos que suelen afectar a capacidades económicas muy diversas: por un lado la renta y el patrimonio (impuestos directos) y, por otro lado, el consumo (impuestos indirectos).

			Sin embargo, la clasificación acaso más relevante en relación con los distintos impuestos exigidos en nuestro país sea la que toma en consideración el ente que los aprueba, gestiona y recauda. Así, se puede hablar de impuestos estatales, autonómicos y locales, si bien tal delimitación no resulta determinante en nuestros días en relación con algunas figuras impositivas que se aprueban por un determinado ente (v. gr., el Estado) y son cedidos total o parcialmente a otro ente (v. gr., las Comunidades Autónomas), cesión que puede atribuir sólo la titularidad de todo o parte de la recaudación o, además, competencias de gestión tributaria e incluso competencias normativas. Para estos últimos supuestos se ha acuñado el término de «impuestos compartidos» y tienen gran importancia en las haciendas autonómicas.

			Con todo, y aunque una adecuada sistematización de los impuestos exigidos en España deberá tener en cuenta, de una u otra forma, la mayoría de los criterios antes enunciados, hemos estimado que debe utilizarse como criterio básico la conexión con los distintos entes territoriales que componen nuestro Estado. Ello se debe a que tal clasificación determina también matices que en absoluto deben despreciarse, como serían los órganos que tendrán competencias de gestión respecto de los mismos y, paralelamente, la vía de recursos que cabría interponer contra los actos normativos o administrativos relacionados con la aplicación de tales impuestos. Como puede imaginarse, tales cuestiones difieren significativamente en función de que nos encontremos en el ámbito local, autonómico o estatal.

			Por otro lado, en un mundo cada vez más globalizado han de considerarse no sólo las consecuencias tributarias de los actos o negocios jurídicos estrictamente internos. Ello es así porque con creciente frecuencia las empresas y personas físicas con residencia fiscal en España realizan actividades en el extranjero; y, paralelamente, cada vez son más las personas con residencia fiscal en el extranjero que llevan a cabo operaciones en nuestro país, todas ellas con inevitables consecuencias tributarias. Es más, el hecho de encontrarnos inmersos en un proceso de integración regional en el marco de la Unión Europea tiene una incidencia relevante también en el ámbito tributario de los Estados miembros.

			Por todo ello, no solo nos referiremos en los epígrafes que siguen al sistema tributario estatal, autonómico y local, sino que también haremos alguna referencia al sistema tributario español en un marco supranacional, para aludir básicamente a las limitaciones que se imponen a nuestro ordenamiento tributario por parte del Derecho de la Unión Europea y de los tratados internacionales firmados por España.

			El sistema impositivo estatal

			Como es sabido, la configuración actual de cualquier ordenamiento jurídico hunde sus raíces en la historia de una determinada comunidad política, y nuestro sistema tributario no es en esto una excepción. Sin embargo, no podemos en estas líneas realizar un análisis histórico de los antecedentes, remotos o próximos, de las diversas figuras impositivas que se recaudan en España.

			Baste decir al respecto que, instaurada la democracia en nuestro país, una de las primeras normas aprobadas por las nuevas Cortes fue la Ley 50/1977, de 14 de noviembre, de medidas urgentes de reforma fiscal. Con ella se quería destacar que no puede construirse un Estado Social y Democrático de Derecho sin contar con los recursos financieros suficientes para financiarlo, siendo necesario, por un lado, repartir la carga tributaria de una forma justa entre la ciudadanía y, por otro lado, dotar al Estado de los instrumentos necesarios para recaudar los tributos eficientemente y combatir el fraude fiscal.

			Así pues, la norma referida implementó por primera vez en nuestro país un Impuesto sobre el Patrimonio de las Personas Físicas —anticipándose a otros países de nuestro entorno— el cual, aunque tuvo el adjetivo de «extraordinario», quedaría definitivamente instaurado en nuestro ordenamiento hasta los tiempos actuales, si bien con un paréntesis de tres años (2008-2010) en que no se exigió. En la actualidad se encuentra en vigor, en principio con carácter temporal al reinstaurarse inicialmente para los años 2011 y 2012 —aunque posteriormente se extendió anualmente su vigencia por sucesivas Leyes de Presupuestos Generales del Estado desde 2013 a 2020—; finalmente, en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2021 se elimina el carácter temporal del impuesto para hacerse indefinido —sin necesidad de prórroga anual— a partir de dicho 2021. Pues bien, el referido impuesto tenía como objetivo básico, aparte de su potencia recaudatoria propia, facilitar a la Administración Tributaria los medios para inspeccionar adecuadamente el tributo que ocuparía el lugar acaso más destacado en la relación Estado-ciudadanía: el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, que se aprobaría el año siguiente (Ley 44/1978, de 8 de septiembre). Así pues, en la medida en que las diferencias de patrimonio entre un año y otro solo pueden explicarse por el consumo producido y por las rentas obtenidas en tal período, de la comparación de patrimonios podrían evidenciarse rentas no declaradas por el contribuyente, teniendo por ende un marcado carácter de control.

			Por lo demás, la Ley 50/1977 recogía una regularización extraordinaria de la situación fiscal como punto de inflexión declarado para la aplicación de un nuevo sistema tributario y, adicionalmente, se tipificó un delito fiscal con pena de prisión para defraudaciones tributarias de más de diez millones de pesetas (unos 60.000 euros). Y lo que es tan importante o más para un país que no tenía tradición de gravamen generalizado de las rentas con un cierto control administrativo: se declaró expresamente la no oponibilidad del secreto bancario ante la Administración Tributaria, medida cuya constitucionalidad fue avalada por la STC 110/1984, de 26 de noviembre.

			Con la llegada de la Constitución de 1978 se aprueba la piedra angular de nuestro sistema tributario en cuanto que se recogen en ella los principios que han de regir la imposición y, lo que viene a ser tanto o más relevante, se reestructura la organización territorial del Estado con el reconocimiento al máximo nivel de la autonomía financiera de los entes locales y, por otro lado, una mera opción a la formación de Comunidades Autónomas. Ello no obstante, todas las regiones de España —con modificaciones en algunos casos en relación con su territorio— se apresuraron a constituirse en Comunidades Autónomas. Así pues, la estructura básica de nuestro país en lo que respecta al ámbito territorial quedó conformada por el Estado, las Comunidades Autónomas y los Entes Locales, lo cual requirió una evolución del sistema tributario para permitir a las distintas Administraciones territoriales recibir ingresos con los que cumplir sus fines propios. Por esta razón, comentaremos a continuación los tres ámbitos relevantes de nuestro sistema tributario: el estatal, el autonómico y el local. No serán objeto de estudio en estas Lecciones, por su complejidad, los regímenes tributarios forales Vasco y Navarro que, amparados en la Disposición Adicional 1.ª de la Constitución, han alcanzado un desarrollo notable. Por ello, nos remitiremos exclusivamente a los impuestos de Régimen Común, esto es, los que se recaudan en el resto de España, y que lógicamente encuentran un singular parecido con los impuestos exigidos en los territorios forales.

			Pues bien, en 1978 se aprobó, por un lado, la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, en la que dicho tributo era diseñado por primera vez como un tributo general sobre todas las fuentes de renta personal que habrían de satisfacer todos los españoles que obtuvieran recursos y, por otro lado, la Ley del Impuesto sobre Sociedades. En 1987 se aprobaría, como tributo separado, el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (que anteriormente se había regulado junto con otros impuestos que gravan las transmisiones patrimoniales onerosas).

			En el ámbito de la imposición indirecta se aprobó en 1980 la norma que regularía el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados y, habida cuenta de nuestra incorporación a la entonces Comunidad Económica Europea, en 1985 se aprobaron una serie de normas que regularían impuestos cruciales para el funcionamiento de la misma y armonizados para todos los países de la zona de integración a la que se accedía: el Impuesto sobre el Valor Añadido y los Impuestos Especiales (sobre la fabricación de determinados productos: tabaco, hidrocarburos, etc.). Tales impuestos serían modificados sustancialmente en 1992 y 1993 para tomar en consideración los cambios producidos en el Mercado Único, en el que por eliminación generalizada de las fronteras y aduanas interiores ya no se hablaría de importaciones y exportaciones entre Estados miembros, sino de operaciones intracomunitarias, con régimen tributario distinto.

			El artículo 133.1 de nuestra actual Constitución recoge que «la potestad originaria para establecer tributos corresponde exclusivamente al Estado, mediante ley». A pesar de la literalidad del precepto, se ha puesto de manifiesto por la doctrina que tan originaria es la potestad de establecer tributos que ostenta el Estado como la que tienen las Comunidades Autónomas, pues como veremos seguidamente nuestra Carta Magna reconoce tal competencia a dichos entes territoriales. Ello no obstante, lo que parece haber querido expresar el constituyente con tal enunciado es que el Estado tiene preeminencia en lo que respecta a la fijación de tributos, de manera que si una Comunidad Autónoma ha aprobado un tributo específico y, con posterioridad, el Estado pretende gravar tal hecho imponible a nivel general, puede hacerlo instrumentando medidas de compensación a favor de la respectiva Comunidad Autónoma (art. 6.3 LOFCA). Lo contrario, no obstante, es inviable: las Comunidades Autónomas no podrán fijar un gravamen sobre hechos imponibles gravados por el Estado (art. 6.2 LOFCA), ni sobre hechos imponibles recogidos por los tributos locales que el Estado configura a favor de las haciendas locales (art. 6.3 LOFCA).

			Por lo demás, el Estado ha estructurado un sistema impositivo en el que cabe la distinción entre impuestos directos (que gravan la renta y el patrimonio) e indirectos (que gravan el consumo).

			Los impuestos directos aprobados por el Estado son el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, el Impuesto sobre Sociedades, el Impuesto sobre la Renta de No Residentes, el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones y el Impuesto sobre el Patrimonio, los cuales desarrollamos brevemente en las páginas que siguen.

			El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) constituye el tributo general sobre las rentas percibidas por personas físicas residentes en España, con lo cual tiene una importancia crucial en nuestro ordenamiento. Así pues, anualmente han de satisfacerlo unos veinte millones de contribuyentes y constituye el tributo que más recaudación supone para el Estado español, conllevando asimismo un considerable número de conflictos jurídicos entre la Administración Tributaria y los administrados. Como se ha indicado, tal impuesto grava la obtención onerosa de rentas por personas físicas residentes en España. Por este motivo, se dividen las rentas en distintos tipos (rendimientos del trabajo, del capital, de actividades económicas, ganancias o pérdidas patrimoniales e imputaciones de rentas), cada una de las cuales tendrá un tratamiento fiscal diverso. Por ello, a diferencia de otros impuestos, el IRPF se ha definido como un tributo analítico y probablemente por ello su liquidación y gestión es acaso la más compleja de todos los impuestos vigentes en nuestro ordenamiento. Adicionalmente puede indicarse que se trata de un impuesto pretendidamente progresivo que busca gravar con mayor intensidad las rentas personales conforme mayores son éstas.

			Además dicho impuesto, si bien se creó por la normativa del Estado con vistas a procurar financiación para sus propios gastos, actualmente se cede parcialmente a las Comunidades Autónomas, las cuales tienen amplias competencias normativas al respecto. El proceso de transferencia de recaudación se inicia en el quinquenio 1997-2001, en el que se atribuye a las Comunidades Autónomas un porcentaje general del 15 por 100 de la recaudación obtenida por tal impuesto, porcentaje que se incrementó al 33 por 100 desde 2002 y hasta 2009 y, a partir de la aprobación en este último año del sistema de financiación actual que entró en vigor en el ejercicio de 2010, se cede a las Comunidades Autónomas de régimen común prácticamente la mitad de lo recaudado por dicho tributo de quienes residan en su territorio. Ello se hace, además, con la aprobación por parte de tales entes territoriales de una tarifa autonómica por medio de la cual las Comunidades Autónomas pueden modular, en uso de su autonomía financiera, el gravamen exigido a los residentes en su territorio. Asimismo, tales entes territoriales tienen competencia para regular determinadas cuestiones, aparte de la ya citada tarifa autonómica: tanto el mínimo personal y familiar no gravado, como deducciones referidas a circunstancias personales y familiares, inversiones no empresariales y aplicación de renta. Sin embargo, aunque en la actualidad el IRPF se considera un tributo «compartido» entre el Estado y las Comunidades Autónomas, la gestión tributaria del mismo se lleva a cabo a nivel central por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria.

			Otro tributo que grava la obtención de rentas por parte de las personas físicas es el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (ISD), el cual hace tributar la obtención de bienes y derechos netos (esto es, restadas las cargas, deudas y obligaciones igualmente recibidas) por negocios lucrativos, básicamente vía sucesión hereditaria o donación. Es un gravamen paralelo al IRPF, pues las rentas que fluyen al patrimonio de las personas físicas lo harán habitualmente a título oneroso (en definitiva, dedicando recursos humanos y materiales para su obtención), en cuyo caso resultarán gravadas tales rentas por el IRPF como ya se ha indicado, o bien se obtendrá tal riqueza a título lucrativo, siendo así que entonces resultarán gravadas las mismas, generalmente, por el ISD. Hasta tal punto resultan complementarios tales tributos que las rentas gravadas por el IRPF no se encuentran sujetas al ISD y viceversa.

			Con todo, el ISD tiene una importancia mucho menor que el IRPF por un motivo claro: las rentas que perciben las personas físicas a título lucrativo son realmente accidentales (fallecimiento de un familiar, donación recibida de un pariente cercano o amigo) y se producen pocas veces a lo largo de una vida, mientras que en contrapartida prácticamente toda persona física está obligada a procurarse sustento por medio de su trabajo y/o la organización de los bienes y otros recursos que tiene a su disposición.

			Dicho lo anterior, lo cierto es que aunque el ISD es un tributo estatal, fue de los primeros cuya recaudación se cedió a las CCAA (en 1984), siendo así que desde 1996 se les otorga a las CCAA la posibilidad de configurar normativamente algunas cuestiones del tributo hasta reconocer, a partir de 2002, la posibilidad de fijar «deducciones y bonificaciones en la cuota». Esta última atribución normativa ha permitido en la actualidad bonificaciones del tributo de hasta un 99 por 100 en determinadas Comunidades Autónomas (v. gr., Madrid) a las herencias y donaciones recibidas de los familiares más cercanos, esto es, a la práctica desaparición del tributo en algunas partes del territorio español, mientras que en otras las cantidades que han de satisfacerse por dicho gravamen pueden ascender a cotas significativas, siendo así que se ha puesto de manifiesto la autonomía financiera de las CCAA en sus aspectos más evidentes, llegándose a una asimetría fiscal significativa entre distintos entes territoriales y en relación con el tributo referido.

			Por lo demás, la gestión del ISD —a diferencia de lo que ocurre respecto del IRPF— es prácticamente autonómica tanto en recaudación e inspección como en procedimientos sancionadores o de revisión (salvo que los sujetos pasivos sean no residentes, en cuyo caso la gestión tributaria es estatal). En definitiva, se trata de un tributo aprobado por el Estado en su estructura básica (armonizada), pero con tantas posibilidades de configuración para las CCAA que, unido a la recaudación y gestión generalmente autonómica, ha quedado convertido en un tributo que pertenece —prácticamente— a su ámbito financiero.

			Si abandonamos el ámbito de las personas físicas, la obtención de rentas por parte de sociedades resulta gravada por el Impuesto sobre Sociedades (IS). En efecto, dicho tributo grava la renta percibida por personas jurídicas y otros entes sin personalidad (como, por ejemplo, los fondos de inversión), calculada a partir del beneficio contable (ingresos menos gastos) modificado con algunos ajustes que prescribe la normativa fiscal. Se trata de un gravamen sintético, a diferencia de lo que ocurría en el IRPF, cuyo carácter analítico requiere —como se comentó— la clasificación de las rentas en distintos tipos. Así, el IS no distingue entre categorías de renta, sino que suma todas ellas (ya procedan de la actividad económica o de intereses obtenidos por la colocación de capitales, de negocios lucrativos u onerosos, etc.) para gravarlas a un tipo proporcional general del 25 por 100. Ello no obstante existen otros tipos especiales para determinados sujetos pasivos, como se examinará en su momento.

			En lo que respecta a la gestión del IS, la misma se realiza desde la Agencia Estatal de la Administración Tributaria, y la recaudación engrosa las arcas de la Hacienda del Estado central. Las CCAA de Régimen Común dado que no obtienen ningún rendimiento de dicho tributo, tampoco ostentan competencias normativas en el mismo, lo cual es así para evitar deslocalizaciones empresariales que pudieran producirse por una «competencia fiscal» a la baja entre los distintos entes territoriales autonómicos.

			Uno de los mayores problemas a los que se han enfrentado tradicionalmente el IS y el IRPF es la doble imposición que produce gravámenes sucesivos de las rentas de origen societario, dado que en primer lugar han de tributar como beneficios de las respectivas sociedades y, posteriormente, al ser distribuidos a los socios de éstas, hasta el punto de que se producirá una imposición en cascada si existen varias sociedades interpuestas entre el perceptor final (persona física) y la sociedad que obtuvo primigeniamente dicha renta. Pues bien, tal problema ha tenido soluciones diversas a lo largo de los tiempos. Por un lado, cuando quien recibe la distribución del beneficio es, a su vez, una sociedad sujeta al IS, existe en nuestro ordenamiento una exención cuando se alcanzan determinados umbrales de participación social. Por otro lado, si quien recibe los dividendos es una persona física, tradicionalmente contempló nuestro IRPF una deducción por doble imposición de dividendos que venía a suponer una cuantía similar al impuesto subyacente asociado al beneficio distribuido por la sociedad y que ya tributó en ella. Sin embargo, a partir de 2006 y con el objeto de evitar discriminaciones contrarias al Derecho de la UE que se producían en relación con los dividendos internacionales, España como otros países de su entorno ha adoptado en el IRPF un gravamen reducido para los dividendos que reconozca que los mismos ya pagaron previamente un impuesto con cargo a los beneficios sociales de los que traen causa. El problema que se ha presentado es, en el caso español, la asimilación del régimen tributario de los dividendos al de otras rentas (como intereses, rendimientos de seguros de vida o ganancias de capital), que no tienen nada que ver con la problemática brevemente aludida respecto de los dividendos, al no ostentar esas otras rentas una imposición subyacente. Así pues, se crea una ficción de asimilación que pudiera entrar en conflicto con postulados de justicia tributaria, por mucho que la STC 19/2012, de 15 de febrero, haya declarado que tal diferencia es conforme con los principios recogidos en el artículo 31 de nuestra Constitución.

			A pesar de que las figuras antes examinadas gravan la percepción de renta por parte de las personas físicas y jurídicas, los impuestos directos no solo toman en consideración la capacidad económica que se pone de manifiesto de esta manera, sino también la que resulta de la mera titularidad de bienes, derechos y obligaciones. Por ello, sin perjuicio de algunos impuestos que gravan la titularidad concreta de bienes (como es el caso de los inmuebles y los vehículos en el ámbito de las haciendas locales), existe en nuestro ordenamiento un Impuesto sobre el Patrimonio (IP) que grava el patrimonio neto de las personas físicas a partir de un determinado umbral económico.

			El IP tiene una configuración y gestión estatal por su consideración de impuesto complementario al IRPF y que facilita —al menos así ha sido durante un tiempo— la inspección de éste. Ello no obstante, habida cuenta de que se cedió toda la recaudación producida por el mismo desde 1984 a las CCAA y a que partir de 1996 se cedieron también competencias normativas respecto del mismo, lo cierto es que cada vez más se ha ido configurando como una figura tributaria en gran parte autonómica.

			Con el tiempo, las posibilidades de planificación que permitían algunas deficiencias en la configuración del tributo a través de la exención de las participaciones y activos empresariales, hicieron que el mayor peso del IP recayera sobre las clases medias. Tal circunstancia originó que en 2008, cuando aún no se era consciente de la crudeza de la crisis que entonces se iniciaba, el citado tributo se bonificara por el Estado en el 100 por 100 de su cuota (esto es, se eliminó de facto dejándose de recaudar), pero sin permitir a las CCAA ocupar ese espacio fiscal. Y siendo así que era un tributo cuya recaudación engrosaba íntegramente las arcas autonómicas, el Estado se vio obligado a compensar a dichos entes territoriales por las cantidades que estos dejaban de percibir. Ello implicó un coste para el Estado de unos 2.000 millones de euros anuales.

			Como se ha comentado ya, años más tarde se aprobó el Real Decreto-ley 13/2011, de 16 de septiembre, por el que se restablece el Impuesto sobre el Patrimonio, con carácter temporal —en principio— limitado a los años 2011 y 2012 —y posteriormente extendido anualmente durante los años 2013 a 2020, y con carácter indefinido desde 2021—, si bien con una serie de reformas que modifican sustancialmente su naturaleza: en primer lugar, se eleva el mínimo exento a 700.000 euros a no ser que las CCAA fijen otro distinto; y si se tiene en cuenta que también se declara exenta la vivienda habitual hasta un máximo de 300.000 euros, resulta que en la mayoría de los casos solo han de tributar por el mismo las personas físicas que tengan un patrimonio personal neto superior al millón de euros. Con ello se apunta definitivamente a un gravamen de la clase alta, siempre que no se reduzca o elimine por las CCAA, dado que algunas de ellas (Madrid y, posteriormente, Andalucía) lo han bonificado al 100 por 100 y no lo exigen a sus residentes. Y otras (Galicia) lo han bonificado parcialmente como paso previo a su bonificación total. Ello ha llevado al Estado a aprobar por Ley 38/2022 el Impuesto Temporal sobre la Solidaridad de las Grandes Fortunas (ITSGF), que tiene la finalidad de que el Estado recaude lo que dejen de recaudar las CCAA por bonificaciones del IP. Debe indicarse que, a pesar de tener el adjetivo de «temporal» en su propio nombre, lo cierto es que no se prevé en la norma reguladora del tributo un período máximo de vigencia del referido impuesto, motivo por el que se puede considerar que tal proclamada circunstancia de temporalidad resulta ficticia.

			Por lo demás, hasta ahora se ha examinado sólo la percepción de rentas y titularidad de patrimonio por residentes en España. En definitiva, se ha pensado en un escenario estrictamente nacional, en el que se contemplaba nuestro país como una isla separada del resto del globo. Sin embargo, la realidad es bastante más compleja y existen numerosas interrelaciones económicas entre España y los países de nuestro entorno. Tales relaciones pueden ser de dos tipos básicamente: por un lado cuando residentes españoles obtengan rentas o sean titulares de bienes en el extranjero, en cuyo caso habría que examinar, por un lado, los preceptos que hacen referencia a tales circunstancias en el IRPF, ISD, IS o IP; y, por otro lado, cuando los no residentes obtengan rentas u ostenten patrimonio en territorio español se devengará el Impuesto sobre la Renta de No Residentes (IRNR recaudado y gestionado por el Estado) o bien el ISD o IP en la modalidad de «obligación real», tal y como se indicará en su momento. Sin embargo, habida cuenta de que dedicamos un apartado de esta introducción a la fiscalidad internacional, nos remitimos en este momento a lo que se indicará más adelante.

			Lo anteriormente referido en relación con los impuestos directos podría resumirse de forma simplificada (y obviando algunos matices relevantes) en el siguiente cuadro:
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			Una vez examinados los impuestos que pueden ser calificados como directos en nuestro ordenamiento y desde una perspectiva interna, deben mencionarse asimismo los impuestos indirectos, que son aquellos que gravan el consumo como manifestación de capacidad económica distinta a las otras dos antes examinadas (percepción de rentas y titularidad de patrimonio).

			Cabría citar, en primer lugar, el Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA), el cual es un impuesto general sobre el consumo que grava las entregas de bienes y prestaciones que se realizan en nuestro país. A pesar de ser un impuesto sobre el consumo (esto es, lo soportan finalmente los consumidores), todas las obligaciones formales relacionadas con el mismo se imponen a los empresarios y profesionales con el objeto de que el consumidor final no tenga carga alguna de gestión tributaria. En definitiva, el empresario o profesional repercute —salvo que la operación se encuentre exenta— en el momento de la venta del bien o servicio el IVA que corresponda en cada caso. Paralelamente, el consumidor satisface una determinada cantidad que lo considera como precio final (IVA incluido) sin tener que realizar más gestiones al respecto. Por su parte, el empresario o profesional que repercute el IVA está realmente cobrando una cantidad que no le corresponde, dado que se trata de un impuesto que gestiona para el Estado y porque así le obliga la normativa tributaria. Ahora bien, los empresarios o profesionales habrán tenido que pagar asimismo bienes y servicios relacionados con el desarrollo de su actividad y que habrán conllevado el pago de cuotas de IVA. Sin embargo, tal tributo es un impuesto que pretende gravar el consumo y no a los operadores intermedios. Por todo ello, los empresarios o profesionales que repercuten IVA deberán ingresar en la Administración Tributaria el resultado de restar de las cantidades por ellos repercutidas a sus clientes las cantidades de IVA soportadas por tales empresarios o profesionales en las adquisiciones —a su vez— de bienes y servicios que hayan abonado y que se encuentren relacionados con su actividad económica, de manera que tales adquisiciones las efectuarán finalmente sin coste de IVA. La diferencia entre el IVA repercutido y el IVA soportado será, pues, el IVA a ingresar en la Hacienda estatal o —caso de resultar dicha operación aritmética negativa— a compensar en un futuro o a devolver.

			Por lo demás, se trata de un tributo regulado íntegramente por normativa estatal (que de hecho incorpora la normativa de la UE aprobada al efecto, pues se trata de un impuesto armonizado a nivel comunitario) y gestionado por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria, sin que existan competencias normativas para las CCAA que, ello no obstante, percibirán el 50 por 100 de lo recaudado por las operaciones gravadas que hayan tenido lugar en su territorio.

			Asimismo, es preciso señalar que el legislador ha estimado conveniente gravar de forma más elevada determinados consumos específicos por motivos diversos: de un lado, porque en cierto modo se entiende que tales consumos entrañan alguna circunstancia desfavorable para la sociedad (por perjudicar el medio ambiente, la salud, etc.) o bien gastos adicionales para los entes públicos (reparación del medio ambiente, campañas de prevención, gasto sanitario), de manera que se admite una tributación extrafiscal de tales consumos que incorpore en el precio de los productos o servicios las externalidades negativas que por ellos se producen; y de otro lado, se trata de gravámenes cuyo cobro es sencillo al encontrarse centrado en determinados operadores autorizados y de una notable potencia recaudatoria. Por este motivo se han aprobado los Impuestos Especiales (IIEE), que gravan consumos relacionados con el alcohol, tabaco, hidrocarburos, carbón, electricidad o medios de transporte y otros productos que pueden entenderse contrarios a distintos bienes protegibles como el medio ambiente o la salud; ello no obstante, también se gravan consumos como las primas de seguro cuya justificación es ciertamente difícil determinar desde una perspectiva extrafiscal, y que en realidad ocupan un espacio tributario no explorado por el IVA. Dentro de este ámbito podrían citarse también los Impuestos sobre el Juego, que materialmente vienen a ser un impuesto especial más sobre determinados consumos lúdicos en casinos, juegos de bingo y rifas y combinaciones aleatorias varias. En los últimos años se han aprobado, además, otros impuestos que gravan determinadas actividades (v. gr., la producción de energía, la producción y el almacenaje de residuos radiactivos o de envases de plástico no reutilizables, los depósitos de entidades de crédito, los gases fluorados, la extracción de gas, petróleo y condensados, determinados servicios digitales, ciertas transacciones financieras o, por citar algunos ejemplos más de entre los más recientes, los gravámenes temporales sobre los sectores energético y bancario aprobados por la Ley 38/2022, de 27 de diciembre) que pretenden hacer tributar asimismo el consumo de determinados bienes y servicios —por mucho que, en algunos casos, las respectivas normas reguladoras los califiquen como impuestos «directos»—. Mientras el gravamen temporal energético se derogó en 2024, el también denominado gravamen «temporal» de entidades de crédito sigue aún vigente. En definitiva, los impuestos especiales siguen la idea de gestión ya comentada en el IVA: las obligaciones formales frente a la Hacienda se imponen, por lo general, al empresario o profesional, siendo así que quien habrá de soportar finalmente la carga de los mismos será el consumidor de los productos gravados con tales IIEE. Sin embargo, a diferencia de lo que ocurre con otros impuestos sobre el consumo como el IVA, los IIEE tienen una estructura normalmente monofásica a la salida de fábrica o primera venta o prestación del servicio.

			La recaudación de algunos de los IIEE antes referidos se ha cedido en su totalidad a las CCAA (como sería el caso del impuesto sobre determinados medios de transporte, el impuesto sobre la electricidad o los impuestos sobre el juego), resultando que en tal caso las competencias de gestión cedidas a tales entes territoriales son, asimismo, máximas. Ello no obstante existen algunas excepciones a esta regla, como sería el caso del impuesto sobre la electricidad en el que no existen tales delegaciones de competencias de gestión. En otros casos (impuestos sobre hidrocarburos, tabaco o alcoholes) se ha cedido el 58 por 100 de la recaudación, por lo general sin competencias normativas o de gestión. Finalmente, en supuestos concretos —como es el caso del impuesto sobre el carbón, el impuesto sobre las primas de seguros, el impuesto sobre la producción de electricidad o sobre la generación y depósito de residuos radiactivos, el impuesto sobre transacciones financieras, el impuesto sobre determinados servicios digitales, etc.— no existe cesión alguna a las CCAA ni en lo que respecta a la recaudación ni —lógicamente— en lo que toca a competencias normativas o de gestión.

			Si bien los impuestos antes citados gravan el consumo general o especial de determinados bienes y servicios en la medida en que tales bienes son vendidos y los servicios se prestan por parte de empresarios y profesionales en el territorio de aplicación del impuesto (España), también existe un tráfico jurídico básicamente privado como serían las compraventas realizadas no en primera entrega (que se gravarán por el IVA e IIEE, en su caso), sino en segunda o posterior entrega; esto es, lo que se conoce comúnmente como mercado de bienes de segunda mano. Pues bien, tales transmisiones —que se encuadran por lo general en el ámbito del tráfico privado de los particulares no empresarios— resultan gravadas por Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados (ITPAJD). En realidad, el impuesto citado no es una única figura impositiva, sino que se compone de tres bien diferenciadas: por un lado, un tributo que grava las transmisiones patrimoniales onerosas (TPO), fundamente los bienes que se transmiten en segunda o posterior venta, aunque también otros supuestos de transmisiones patrimoniales como los alquileres o las concesiones administrativas; por otro lado, se gravan asimismo las operaciones societarias (OS), esto es, determinadas transmisiones de bienes entre socio y sociedad y asimilados, o que se producen en supuestos de reorganización empresarial; y, por último, determinados actos jurídicos documentados (AJD), como los que se documentan en escritura notarial o bien en ciertos documentos mercantiles o administrativos.

			Las figuras impositivas que se encuadran en el ITPAJD aportan toda la recaudación por ellas producida a las arcas autonómicas, aunque las CCAA tienen reconocidas competencias normativas solo en las modalidades de TPO y AJD, pero no en la de OS, que es de exclusiva competencia normativa estatal para evitar deslocalizaciones empresariales.

			Recordemos que en el ámbito de la imposición directa un
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